Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
s 14:34). 
Jenta de un asunto entrado. 
del siguiente). 


«Informe del Director del Instituto de Derecho Administrativo de la Facultad de Derecho de la 
Udelar, doctor Felipe Rotondo, en respuesta a la nota N* 23/15 de esta Asesora, relacionada con el 
proyecto de ley por el que se modifican disposiciones de la Ley N* 16.021, de 13 de abril de 1989, 
sobre Ciudadanía Natural». 


-Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del orden del día: Carpeta N* 
260/2015, relativa a la Fiscalía General de la Nación. 


Ya habíamos avanzado bastante en la votación del articulado y ahora tendríamos que concluir 
el estudio de este proyecto de ley. 


La Bancada de Gobierno quiere dejar una constancia porque cuando estaba a punto de 
concluirse el tratamiento de este proyecto de ley nosotros postergamos su consideración final. 
Teníamos preocupaciones en la medida en que se aprobó el Código del Proceso Penal, en el que 
tienen una fuerte incidencia los fiscales ya que a partir de ahora determinarán aspectos que antes 
resolvían los jueces. 


Precisamente, en la Legislatura pasada advertimos que en este aspecto había problemas de 
aprendizaje para la sociedad uruguaya ya que nuestro país era uno de los dos de América Latina — 
junto con Haití— que no tenía proceso acusatorio aprobado. 


Uno de los problemas tiene que ver con el hecho de que nuestra sociedad está acostumbrada 
a que cuando alguien comete un delito, vaya preso, mientras que en el proceso acusatorio si falta 
alguna prueba o elemento, el fiscal tiene un plazo para presentarla y dentro del mismo la persona 
puede quedar libre. Hasta que no haya un aprendizaje, en la sociedad uruguaya eso podría acarrear un 
problema público. Este era un proyecto de ley que todos habían votado. Pero el otro día se armó un 
gran lío porque dejaron suelto a un violador. ¡Imagínense lo que ocurriría en casos más complicados! 


Por otro lado, los fiscales iban a tener un gran poder y había que ver cómo administrarlo. Ante 
eso se dijo que se iba a construir un ordenamiento legal para el fiscal y eso es, justamente, lo que 
estamos votando, es decir, la parte del servicio descentralizado. Este servicio le da más fuerza a los 
fiscales y en este caso al fiscal de corte, por lo que pienso que no estuvo mal que nos tomáramos unos 
días para repasar la ley. 


Nosotros en la Bancada planteamos algunas soluciones y elaboramos un texto con algunas 
posibles modificaciones —es un borrador y la Bancada no había adoptado una solución definitiva— que 
incluían la obligación de que el fiscal de corte y el Poder Ejecutivo mandaran el estatuto del fiscal para 
que hagamos la ley del estatuto y los ascensos, que es algo que está pendiente. El literal J) del artículo 
5* se refiere a las promociones y los traslados, y se plantea que haya una consulta al Poder Ejecutivo. 
Es decir, el traslado y las promociones de los fiscales hoy las decide el Poder Ejecutivo. Ahora le 
damos autonomía y si el fiscal propone cierto plazo y el Poder Ejecutivo no se expide, el acto queda 
firme. 


Por otra parte, el último inciso del artículo 2% habla de la subrogación, y en ese sentido nos 
parece lógico que la subrogación la ejerza el fiscal más antiguo. 


Compartiendo estas inquietudes, el Poder Ejecutivo nos planteó que no demoremos la 
aprobación del proyecto de ley que, incluso, tenemos que incorporarlo al Presupuesto, pues hay todo 
un tema de estructura escalafonaria. Hago estos comentarios para que los señores Senadores estén al 
tanto del tema, ya que supuestamente todos vamos a votar la iniciativa en el Senado. Una vez que 
exista un acuerdo sobre el estatuto del fiscal, el Poder Ejecutivo lo tomará como propio y, ni bien se 
apruebe la norma, dictará una resolución según la que en 180 o 360 días —hay que estudiar qué plazo 
estipular— el proyecto se pondría en marcha. 


Por otro lado, se considera que —creo que hay razón en ese sentido y vamos a dejar 
constancia en el Senado—, en tanto se trata de un servicio descentralizado, el artículo 197 de la 
Constitución otorga más poder que el que otorgaría el literal J) del artículo 5% modificado. Si en lugar de 
disponer traslados o promociones, cambiáramos la redacción y si en 30 días el Poder Ejecutivo no se 
expidiera, la resolución quedaría firme. Reitero que el Poder Ejecutivo entiende que el artículo 197 de 
la Constitución le da más potestades, incluso hasta de suspender los actos. Claro está que nos 
referimos a los actos administrativos y no de opinión jurisdiccional, por decirlo de alguna manera. Si 
eso fuera compartido por la oposición, dejaríamos constancia en sala y, si en el futuro alguien cree que 
esto no es así y que el artículo 197 de la Constitución no puede ser aplicable al servicio 
descentralizado con respecto a los temas administrativos, asumiríamos el compromiso de legislar para 
no demorar el proyecto de ley. 


SEÑOR MIERES.- No entendí, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a dejar constancia de que se aplica el artículo 197 de la Constitución y, 
si en el futuro surgieran lecturas o análisis en el sentido de que esa norma no corresponde porque la 
Fiscalía de Corte es un servicio descentralizado muy especial —no es el Correo ni cualquier otro 
órgano- y, por lo tanto, el Poder Ejecutivo no puede meterse en los aspectos jurisdiccionales ni en los 
administrativos, tendríamos que legislar al respecto. Reitero que estamos asumiendo un compromiso 
hacia el futuro. 


A su vez, si la oposición en bloque nos dijera: «acá no se pueden meter», tendríamos que 
reflexionar, pues estamos hablando de un proyecto de ley que todos estamos acompañando. 


Otro aspecto que también comparte el Poder Ejecutivo tiene que ver con la subrogación. En 
ese sentido existe toda una casuística, por ejemplo en caso de licencia ordinaria, el subrogante sería el 
fiscal adjunto de corte, pero en el caso del cese, hasta que no venga otro fiscal, actuaría el fiscal en lo 
civil. En su oportunidad redactamos un artículo que tal vez pueda generar algún problema de 
interpretación o redacción. 


En concreto, para no demorar el proyecto de ley, a través de un acuerdo entre el Poder 
Ejecutivo y la Bancada oficialista —que estamos poniendo de manifiesto en este ámbito—, 
incorporaremos el tema en el presupuesto. Dejamos constancia de que, para no retardar la aprobación 
del proyecto de ley y, obviamente, hasta que otra ley determine lo contrario, vamos a incorporar en el 
presupuesto algún artículo que sustituya el último inciso del artículo 2% donde la forma de subrogación 
va a estar mucho más inclinada al fiscal más antiguo en lo civil. De ese modo no demoramos la 
aprobación del proyecto de ley y hoy lo votamos —por Secretaría se van a indicar los artículos e incisos 
que tenemos pendientes— con esa constancia, que también dejaremos en el plenario. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sobre el planteo realizado, decimos que este es un muy buen proyecto de 
ley y que no es malo que se den más poderes a la Fiscalía General de la Nación. Nos parece que es 
muy bueno porque, obviamente, con el nuevo poder que va a gozar en el régimen procesal penal del 
Uruguay, lo peor que puede pasar es que tenga mucha dependencia del Poder Ejecutivo. O sea, 
cuanta más autonomía tengan es mejor, y se la estamos dando al crearlo como un servicio 
descentralizado. 


Con respecto al estatuto, nos parece muy bien y sin lugar a dudas nos comprometemos a 
trabajar en él. 


En cuanto a lo dicho sobre el artículo 197 de la Constitución, confieso que no me asusta, 
pues en su inciso segundo dice que el Poder Ejecutivo puede observar, pero que quien en definitiva 
resuelve sobre las observaciones es el Senado de la República si es que el fiscal las mantiene. 
Obviamente, me gustaba mucho como estaba redactado el artículo 4% porque limita esas 
observaciones exclusivamente al aspecto administrativo y no al de su trabajo jurisdiccional. Aun si no lo 
hiciera y el fiscal lo mantuviera, vendrá a dar al Senado de la República, que podrá confirmar o dejar 
sin efecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el artículo 4? igual es sabio, porque que esto termine en el Senado y 
se discuta el dictamen de un fiscal, no parece bueno. Otra cosa son los actos administrativos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Estoy totalmente de acuerdo, pero este es otro elemento más a favor del 
control en este caso, porque si el Poder Ejecutivo se metiera en un dictamen de todas formas tendría 
que venir al Parlamento y acá diríamos: «No, mire, esa no es su tarea; en esto hay independencia». O 
sea que hay una doble garantía. 


Sobre la subrogación, no nos parece mal el sistema de que sea el fiscal más antiguo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En todo caso lo analizaremos. 


SEÑOR BORDABERRY.- En cuanto al literal G) del artículo 5%, aclaro que veníamos con unos posibles 
cambios, pues creemos que lo que allí se dice no está expresado con toda claridad. El artículo 
comienza diciendo: «Sin perjuicio de la competencia que la Constitución de la República y las leyes le 
asignan al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, al Director General le corresponde:», y 
en el literal F), señala: «Designar, promover, trasladar y destituir a los funcionarios de su dependencia, 
[...]». Sin embargo, el numeral 13) del artículo 168 de la Constitución establece que es con venia del 
Senado de la República otorgada por tres quintos de votos del total de componentes. Entonces, ahí 
habría que decir: «Sin perjuicio de la competencia que la Constitución de la República y las leyes le 
asignan al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación,», pero no dice al Senado de la 
República. Creo que se podría agregar: «dentro del marco constitucional y legal vigente», porque si 
bien nadie puede pensar que con una ley estamos derogando el numeral 13) del artículo 168, debe 
quedar claro que sigue siendo necesario otorgar la venia. 


Creo que no tenemos más observaciones. Estamos dispuestos a votarlo sin ningún 
problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar constancia sobre mi planteo inicial. 


Nos ha llegado la propuesta de la Asociación de Fiscales del Uruguay del 2007-2008. En ella 
se incluía —si se hubiera aprobado en aquel momento-— la creación de una especie de organismo de 
fiscales que tuviera la potestad de evaluar o dar una opinión no vinculante sobre algunos actos 
referentes al traslado o promoción de fiscales. En la redacción, naturalmente, abunda la palabra 
«fiscales». Nosotros estudiaremos la propuesta y trataremos de sustituir la palabra «fiscales» por 
«Universidad» o «Suprema Corte de Justicia», es decir, que haremos una observación sobre la 
redacción. Una vez que la tengamos pronta se la remitiremos a los señores Senadores para que sea 
analizada. Posteriormente, si nos ponemos de acuerdo, podrá ser incluida en el Presupuesto. 


Dejo esta constancia porque si bien es cierto lo referente a la autonomía de los fiscales, en la 
medida en que estamos dando esa autonomía y ese poder, resulta conveniente analizarlo en detalle 
antes de aprobar el proyecto de ley. 


SEÑOR MIERES.- Tomamos nota de todas las aclaraciones y explicaciones formuladas por el señor 
Presidente sobre cada uno de los artículos. Me parece que, en términos generales, son compartibles. 


Simplemente quiero decir que hemos enviado a Secretaría un aditivo que tiene que ver con 
lo propuesto en su momento en la Cámara de Representantes, que consiste en agregar al final del 


artículo 2 un texto que garantice que la destitución eventual del fiscal de corte deba requerir el mismo 
tipo de mayoría que se requiere para su nombramiento. En la Cámara de Representantes se dijo que, 
por el principio de paralelismo de las formas, ya está implícito. De todas maneras, cuanto el fiscal de 
corte nos visitó en la comisión le consultamos sobre el sentido de agregar este aditivo y nos comunicó 
que él interpreta que el artículo 5% —que en realidad no refiere al fiscal de corte—, establece esa mayoría 
para los fiscales, no así para los fiscales de corte. Por lo tanto, nos parece que es bueno que se 
incluya. 


Tengo conocimiento que la Bancada de Gobierno de la Cámara de Representantes no lo votó 
—probablemente haga lo mismo la del Senado—, pero, de todas maneras, queríamos presentar el 
aditivo y someterlo a la consideración de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la medida en que la Bancada oficialista no quiere realizarle modificaciones 
al proyecto de ley para que sea votado a la brevedad y en la medida en que ya se anunció que 
seguramente se modificará el sistema de subrogación del artículo 2% en su inciso final, podríamos 
conversar más cerca de la instancia del Presupuesto el sustituir el último inciso del artículo 2” y agregar 
un inciso adicional. Lo tenemos que conversar, pero ya hemos anunciando que en la etapa 
presupuestal vamos a tocar algunas de estas cosas —aunque luego se nos diga que estamos 
corrigiendo un proyecto de ley— y esto puede formar parte del paquete. Entiendo que en forma análoga 
está el artículo 5%, pero la ley lo puede decir. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Habiendo escuchado los planteos que oportunamente ha realizado el señor 
Presidente, parto de la base de que van a ser explicitados, pero además siempre van en el sentido de 
mejorar la producción legislativa. 


En lo personal, comparto la observación que hace el señor Senador Bordaberry en cuanto a 
agregar la palabra «constitucional» en el artículo al que hacía referencia, en su literal F). Me parece 
que completa y mejora, pero en función de lo planteado anteriormente y lo que significaría la vuelta del 
proyecto de ley a la Cámara de Representantes, me parece que estaríamos poniendo en juego una 
cantidad de modificaciones que enlentecerían. Sería ridículo abrir el juego para realizar algunas 
modificaciones y para otras no. De todos modos, quiero dejar constancia de que he hecho esta 
observación del literal F). 


También me gustaría dejar planteadas algunas dudas que podíamos haber tenido con 
respecto a todo lo vinculado con la equiparación. Hemos trabajado mucho este proyecto de ley mirando 
el texto, que se refiere prácticamente a funcionarios, y la propia señora Senadora Moreira decía que 
mencionaba poco a los fiscales. En realidad, el Decreto-Ley N* 15.365 está vigente, por lo tanto, todo 
lo vinculado con los fiscales sigue estando; las modificaciones son, más que nada, en lo otro. 


Además -y termino con esto—, en ese decreto-ley —creo que en el artículo 24— se hace 
expresa mención a la equiparación de los funcionarios del Ministerio Público y Fiscal. Ello, quizás, 
aclara algunas de las dudas que pudimos estar intercambiando oportunamente cuando empezamos a 
considerar el proyecto de ley. 


Por eso me parece que, acompañando los planteamientos que se hicieron y dada la premura 
que tenemos en que este proyecto se transforme en ley, esas observaciones podremos hacerlas en 
sala porque siempre es bueno hacer referencia al marco constitucional, más allá de que sabemos que 
es la Constitución la que nos rige. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR PATERNAIN.- Nosotros también vamos a acompañar este proyecto de ley, reconociendo el 
trabajo que se hizo en la Cámara de Senadores, sobre todo en estos días, para buscar alternativas de 
sustitución, de modificación y de ajustes. De modo que suscribimos las soluciones y los compromisos 
que señalaba el señor Senador Michelini para poder solventar algunas de estas propuestas que 
mejoran el proyecto de ley. 


Es indudable que en el contexto que se nos avecina, un proyecto sobre fiscalía general 
necesita un mayor nivel de autonomía técnica, y nadie discute el alcance de esta salida. También es 
cierto que puede quedar planteada, para un futuro inmediato, la posibilidad de ampliar los niveles de 
autonomía más allá de la que le da el servicio descentralizado. Con respecto a ese punto, la señora 
Senadora Moreira ya ha dejado constancia de su posición, no tanto en lo que refiere a estos detalles 
sino a algunas cuestiones de fondo que tienen que ver con el mecanismo y el órgano de conducción de 
naturaleza unipersonal y la duración de ese órgano de conducción, vía la forma y figura del director 
general. 


Queremos reafirmar esa idea, esa preocupación, en términos de concentración de funciones y 
de poder, más allá de que la Constitución habilite la figura de un servicio descentralizado con un 
director general. Planteo esto, más que nada, porque vamos a tener un escenario muy distinto, además 
de que es un tema de preocupación prospectiva —de mediana prospección—, en un contexto de cambio 
del sistema penal, de transformación del proceso acusatorio en América Latina, al cual —tal como decía 
el señor Senador Michelini- estamos llegando con muchísimo rezago. Ya hay abundante bibliografía 
sobre evaluación de la experiencia regional, en particular sobre los impactos que han tenido —con sus 
luces y sus sombras— estas modificaciones procesales en términos objetivos de funcionamiento del 
sistema y de la situación de la seguridad ciudadana en los distintos países. 


Desconozco si hay bibliografía —debe haberla— sobre la necesidad de adaptar los marcos 
orgánicos y funcionales de las estructuras de las procuradurías de los ministerios públicos, o de la 
Fiscalía General de la Nación en este caso, pero sí nos parece que es un tema fundamental. 
Entendiendo que esta solución busca, en lo posible, no apartarse de los criterios legales y jurídicos que 
hoy existen en el país con respecto a una cantidad de puntos que regulan el funcionamiento, creo que 
a la larga va a haber que pensar en profundidad la cuestión de la estructura orgánica y funcional, y 
para nosotros será un tema de especial preocupación la implicancia que pueda haber en términos de 
concentración unipersonal y de funciones en este órgano de conducción, además del tiempo de 
permanencia en el cargo. 


Queríamos dejar esta constancia —que es por todos conocida— sin intención de abrir el 
debate en esta instancia. Es posible que en el contexto de una agenda de reforma constitucional — 
incluso, como se ha escuchado desde distintos ángulos, es posible también pensar en un mayor nivel 
de autonomía para la fiscalía general, más allá del servicio descentralizado se pueda dar a fondo una 
discusión sustantiva para el funcionamiento democrático del país. 


Como dije al principio, reafirmo que vamos a acompañar este proyecto de ley, tratando de 
acelerar los tiempos y de contribuir al funcionamiento general de esta iniciativa porque, entre otras 
cosas, se avecina el estudio del presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos ahora a la discusión de los artículos desglosados, que son el 
artículo 2”, el literal F) del artículo 5* y el artículo 17. 


Léase el artículo 2”. 
(Se lee). 


«Artículo 2". (Dirección General).- La Fiscalía General de la Nación será dirigida por un 
Director General que tendrá los cometidos y atribuciones que se establecen en la presente ley. 


El cargo de Director General del servicio descentralizado Fiscalía General de la Nación será 
ocupado por el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 


El Fiscal de Corte y Director General designado durará diez años en su cargo y no podrá ser 
reelecto sin que medien cinco años entre un período y otro, sin perjuicio de cesar indefectiblemente en 
el cargo al cumplir setenta años de edad. 


En caso de licencia o vacancia temporal o definitiva del Director General lo subrogará el 
Fiscal Adjunto de Corte hasta el reintegro del titular o nuevo nombramiento, sin perjuicio de las 
disposiciones que regulan la subrogación del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación en el 
orden judicial». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el literal F) del artículo 5*. 
(Se lee). 


«F) Designar, promover, trasladar y destituir a los funcionarios de su dependencia, pudiendo 
realizar las contrataciones de personal que considere necesarias dentro del marco legal vigente. La 
destitución de funcionarios sólo podrá disponerse por ineptitud, omisión o delito, previo sumario 
instruido con las garantías del debido proceso». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 17. 
(Se lee). 


«Artículo 17. (Director General).- El Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación en 
ejercicio del cargo a la fecha de promulgación de la presente ley ocupará la Dirección General de la 
Fiscalía General de la Nación hasta la finalización de su mandato». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR HEBER.- Dejo constancia de que estoy de acuerdo con el artículo aditivo presentado por el 
señor Senador Mieres. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema es que si lo ponemos a votación saldrá negativo, cuando la idea es 
incorporarlo cuando se considere la ley de presupuesto. 


SEÑOR HEBER.- Si el autor del aditivo está de acuerdo en esperar a esa instancia no insisto en mi 
propuesta, pero quería dejar constancia de mi acuerdo con el Senador Pablo Mieres, del Partido 
Independiente. 


SEÑOR MIERES.- Agradezco el apoyo del Senador Luis Alberto Heber del Partido Nacional, pero nos 
parece razonable que se discuta en el marco de la ley de presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
El Senador Mieres es el miembro informante de este proyecto de ley. 
Pasamos a considerar el segundo punto del orden del día. 


SEÑOR MIERES.- Independientemente de que llegó un dictamen del director del Instituto de Derecho 
Administrativo de la Facultad de Derecho de la Universidad de la República, doctor Rotondo, creo que 
se debe solicitar la presencia de algunos catedráticos más que nos puedan ilustrar sobre el contenido 
del proyecto de ley y nos den su opinión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La idea es que envíen un informe por escrito o que concurran a la Comisión? 
SEÑOR MIERES.- Lo mejor sería que concurrieran, porque eso permite el diálogo y aclara las ideas. 


Propongo que la Comisión reciba, por lo menos, al doctor Martín Risso y al doctor Juan 
Pablo Cajarville. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los estaríamos convocando, entonces, para el próximo martes, y luego 
comenzaríamos la discusión del proyecto de ley, en esa misma sesión o en la siguiente. 


Para que quede constancia, quiero recordar que este proyecto de ley estuvo a punto de 
votarse en el Senado al final de la anterior Legislatura y ya tenía media sanción. El entonces Senador 
Pasquet compartía el objeto de la propuesta, pero entendía que el artículo 2” tenía problemas 
constitucionales. Nosotros asumimos el compromiso de abordar este tema en esta Legislatura, de 
manera que les pido a los señores Senadores que comprendan que este martes o el siguiente vamos a 
estar cumpliendo el acuerdo para que en algún momento se ponga a votación. 


(Dialogados). 


SEÑOR BORDABERRY.- Adelanto que me parece que la redacción que se ha dado en el nuevo 
proyecto es inconstitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se comparte el propósito, vemos la redacción. 
SEÑOR BORDABERRY.- El tema es ver si la Constitución comparte el propósito. 


SEÑOR HEBER.- Hay inconvenientes con respecto a la interpretación, porque el proyecto hace decir lo 
que no dice la Constitución; básicamente ese es el argumento. Personalmente comparto el objetivo, 
pero no comparto que se viole la Constitución, de manera que tendríamos que agudizar nuestro 
ingenio para buscar una solución. Creo que un país chico como el nuestro debería tener un lazo de 
conexión, sobre todo con los hijos de quienes tienen ciudadanía uruguaya. El tema de la patria 
peregrina nos importa mucho. Pero no estoy viendo caminos que nos ayuden a eso. 


En definitiva, vamos a escuchar a los entendidos y desde ya manifiesto mi predisposición a 
buscar un nexo con estas personas, a quienes considero uruguayas, pero no estoy dispuesto a estirar 
la interpretación de la Constitución y hacerla decir lo que no dice. Ese es mi problema, por lo menos; 
algunos no lo tendrán. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Son las 15:08). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


